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EXPEDIENTE: 646/2020 

RECURSO: RECLAMACIÓN 

JUICIO ADMINISTRATIVO: V-2242/2020 

AYUNTAMIENTO DE PUERTO VALLARTA, 

JALISCO. 

MAGISTRADO PONENTE:  

JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

SECRETARIO PROYECTISTA: 

EDUARDO RAFOLS PÉREZ 

 

GUADALAJARA, JALISCO, OCHO DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTE. 

 

Vistos los autos para resolver el recurso de reclamación 

interpuesto por la parte actora en contra del auto de siete de septiembre de 

dos mil veinte, dictado por la Quinta Sala Unitaria de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco en el expediente V-2242/2020.  

 

R E S U L T A N D O S 

 

1. Por escrito presentado el veintiuno de septiembre del presente 

año, la parte actora, interpuso recurso de reclamación en contra del auto de 

siete de septiembre del año en que se actúa, dictado por la Quinta Sala 

Unitaria de este Tribunal en el expediente V-2242/2019, a través del cual se 

desechó la demanda de nulidad. 

 

2. El veintidós de septiembre de dos mil veinte, la Quinta Sala 

Unitaria admitió el recurso y mediante oficio presentado el mismo veintidós de 

septiembre de dos mil veinte, se remitió a esta Sala el cuaderno de 

constancias. 

 

3. En la Novena Sesión Ordinaria de veinticuatro de septiembre de 

dos mil veinte, se designó como ponente para resolver el presente asunto al 

Magistrado José Ramón Jiménez Gutiérrez, a quien se enviaron las constancias 

para emitir la resolución con el oficio 2111/2020 de la Secretaría General de 

Acuerdos.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Esta Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Jalisco, es competente para resolver el presente recurso de 

reclamación de conformidad con lo previsto por los artículos 65 y 67, de la 
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Constitución Política de esta entidad, artículo 8 fracción I de la Ley Orgánica 

del Tribunal de Justicia Administrativa, 1, 2, del 89 a 95 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, así como 18 fracciones II y VIII, y 19 del 

Reglamento Interno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Jalisco el nueve de 

junio de dos mil dieciocho. 

 

SEGUNDO. Esta Sala estudiara de manera conjunta los agravios 

primero, segundo y tercero al estar relacionados entre sí. 

 

Manifiesta en su primer agravio que el acto que pretende 

impugnar no es la multa económica o la sanción procesal, sino los 

requerimientos de multa realizados por la Secretaría de Hacienda Pública del 

Gobierno del Estado de Jalisco, así como el procedimiento administrativo de 

ejecución.   

 

La recurrente aduce en el agravio identificado como segundo 

que la demanda en el juicio de nulidad es procedente, ya que el acto que se 

impugna en el escrito inicial de demanda son los requerimientos de multa con 

números de folio F920064000071, F920064000083, F920064000090, 

F920064000091 y F920064000092, emitido por el Jefe de la Oficina de 

Recaudación Fiscal Foránea 064, el cual es un procedimiento que lleva a 

cabo la autoridad fiscal-administrativa y deben ajustarse a las formalidades 

establecidas para tal efecto en el Código Fiscal del Estado de Jalisco, y por 

ende, son susceptibles de combatirse ante este Tribunal. 

 

Arguye en el tercero de sus agravios que este Tribunal tiene 

competencia para conocer de los juicios de nulidad que se promueven en 

contra de autoridades fiscales, de conformidad con el artículo 4 de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.  

 

 Los agravios en cuestión resultan por una parte inoperante y por 

otra infundados, por las consideraciones siguientes: 

 

 De las constancias que obran en el expediente en que se actúa, 

se advierte del auto recurrido que la sala unitaria resolvió lo siguiente: 
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… el juicio es improcedente en virtud de que se actualiza la hipótesis 

señalada en la fracción IX, del artículo 29 de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, en relación con lo dispuesto en el 

artículo 4, fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del estado de Jalisco. 

 

(…) 

 

Así pues, en el caso en concreto, quien acude ante este Tribunal, 

pretende impugnar el primer acto del procedimiento administrativo de 

ejecución, como lo es el requerimiento de pago y embargo, no obstante 

que, por disposición expresa del referido numeral, tratándose de actos 

emitidos dentro del procedimiento administrativo de ejecución, el juicio 

administrativo  procederá en contra de la resolución que apruebe el 

remate, situación que en caso en concreto no acontece, dado que el 

accionante no impugna la resolución que aprueba el remate, sino 

aquella con la cual recién inicia el procedimiento económico coactivo. 

 

Por lo cual, se considera que debió esperar hasta que transcurrieran los 

diversos actos procesales que integran el procedimiento económico 

coactivo, hasta la resolución con la cual se apruebe el remate de los 

bienes que hayan sido objeto de embargo, misma que por disposición 

de la Ley, es aquella contra la cual procede el juicio de nulidad. 

 

En atención a lo anteriormente señalado, es que SE DESECHA DE PLANO 

LA DEMANDA, al haberse configurado una causal de improcedencia 

prevista en el artículo 29, fracción IX de esa misma Ley, en relación con 

lo dispuesto por el artículo 4, fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco.    
 

 

De lo anterior se advierte que la sala unitaria desechó la demanda 

de nulidad toda vez que tratándose de actos emitidos dentro del 

procedimiento administrativo de ejecución, el juicio procede en contra de 

resoluciones que apruebe el remate, por lo que procedió a desechar la 

demanda.    

 

Asimismo, contrario a lo manifestado en su primer agravio no se 

advierte que la Sala Unitaria resolviera no admitir a trámite el juicio de nulidad 

por considerar que el acto que se pretendía impugnar eran las multas 

económicas o las sanciones procesales, si no por las consideraciones descritas 

en el párrafo anterior, de ahí lo inoperante de su argumento toda vez que el 

mismo se encuentra sustentado en premisas falsa.      
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Esta Sala Superior considera que en el caso concreto 

efectivamente se actualizan las causales de improcedencia previstas en el 

artículo 29 fracciones II y IX de la Ley de Justicia Administrativa, ya que los actos 

impugnados, consistentes en el requerimiento de multas estatales impuestas 

por autoridades no fiscales con números de folios F920064000071, 

F920064000083, F920064000090, F920064000091 y F920064000092, no son una 

resolución definitiva impugnable ante este Tribunal y no encuadra en alguno 

de los supuestos previstos en el artículo 4 de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco. 

 

En efecto, los actos impugnados en el juicio de nulidad que nos 

ocupa, constituyen actos emitidos dentro del procedimiento administrativo de 

ejecución, los cuales no constituyen resoluciones definitivas impugnables 

mediante juicio de nulidad, de conformidad con el artículo 4 apartado 1 

fracción I, inciso a), y fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, el cual señala: 

 

Artículo 4. Tribunal – Competencia 

 

1. En materia de justicia administrativa, el Tribunal tiene competencia 

para conocer y resolver de las controversias jurisdiccionales: 

 

I. En contra de actos o resoluciones de autoridades pertenecientes a las 

administraciones públicas, estatal o municipales: 

 

a) Que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los 

particulares y se consideren definitivos en los términos de la legislación 

aplicable; 

 

(...) 

 

III. En contra del procedimiento administrativo de ejecución, cuando el 

afectado en el mismo opte por no interponer el recurso ordinario ante la 

autoridad competente y cuando afirme que: 

 

(...) 

 

d) El procedimiento económico coactivo no se ajustó a la ley, caso en 

el que la oposición sólo se hará valer contra la resolución que apruebe 

el remate, salvo que se trate de resolución cuya ejecución material sea 

de imposible reparación; 

 

 

(…) 

 

De lo transcrito, se desprende que el juicio de nulidad es procedente 

en contra de los actos definitivos que se dicten en el procedimiento económico 
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coactivo, cuando de los mismos se desprenda alguna violación legal que afecte 

los intereses del contribuyente; y que su impugnación sólo podrá hacerse valer 

contra la resolución que apruebe el  remate, salvo que se trate de una resolución 

cuya ejecución material sea de imposible reparación. 

 

Resulta aplicable por analogía, jurisprudencia 2a./J. 18/20091, 

establecida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

que establece:  

 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. POR REGLA GENERAL, LAS 

VIOLACIONES COMETIDAS ANTES DEL REMATE SON IMPUGNABLES MEDIANTE 

EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO HASTA QUE SE PUBLIQUE LA 

CONVOCATORIA RESPECTIVA, ACORDE CON EL ARTÍCULO 127, PRIMER 

PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, REFORMADO MEDIANTE 

DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 28 DE JUNIO 

DE 2006.  De acuerdo con el indicado precepto, en relación con los artículos 

116, 117, fracción II, inciso b) y 120 del Código Fiscal de la Federación y 14 

de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, las 

violaciones cometidas en el procedimiento administrativo de ejecución 

antes del remate podrán impugnarse sólo hasta que se publique la 

convocatoria respectiva, dentro de los 10 días siguientes a tal evento, lo cual 

significa que esta clase de actos no serán recurribles de manera autónoma, 

como sucedía antes de la reforma del artículo 127 del Código Fiscal de la 

Federación. Entonces, siendo improcedente el recurso de revocación 

contra dichas violaciones procesales, tampoco podrían adquirir el carácter 

de "actos o resoluciones definitivas", de modo que en su contra no procede 

el juicio contencioso administrativo. Esta es la regla general impuesta por el 

legislador en la norma reformada, sin que se pase por alto que en ella se 

establecieron como excepciones los actos de ejecución sobre bienes 

inembargables o los de imposible reparación material, casos en los que el 

recurso administrativo podrá interponerse a partir del día hábil siguiente al 

en que surta efectos la notificación del requerimiento de pago o la 

diligencia de embargo, de donde resulta que al ser impugnables estos actos 

del procedimiento administrativo de ejecución a través del recurso de 

revocación y siendo éste opcional, conforme al artículo 120 del Código 

Fiscal de la Federación, en su contra procede el juicio contencioso 

administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al 

tener la naturaleza de actos o resoluciones definitivas. 
 

 

A mayor abundamiento, el procedimiento administrativo de ejecución 

constituye el conjunto de actos que realiza la autoridad exactora, a fin de lograr 

hacer efectivo un crédito legalmente exigible ante la falta de pago voluntario 

por parte del deudor fiscal; por ende, resulta manifiesta la intención del 

 
1 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, página 451. 
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legislador en el texto del artículo 4 apartado 1, fracción III, inciso d), de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, de que al 

señalarse que las violaciones que pudieran ocurrir durante el trámite del 

procedimiento económico coactivo, solo podrían hacerse valer contra la 

resolución que apruebe el remate, con lo que se busca impedir que el deudor 

entorpezca la ejecución del crédito interponiendo defensas por cada etapa de 

la ejecución; puesto que se condiciona la procedencia del juicio de nulidad 

hasta la aprobación del remate. 

 

En resumen, por regla general, en los casos en los que el 

demandante alegue que el procedimiento económico coactivo no se ajustó a 

la Ley, las violaciones cometidas antes del remate, sólo podrán hacerse valer 

vía juicio de nulidad en contra de la aprobación del remate, quedando como 

único supuesto de excepción el que se trate actos de imposible reparación 

material. 

 

En ese sentido, del análisis realizado al acto impugnado en el juicio 

de nulidad, esto es, el requerimiento de pago con número de folio 

M919004009341, no se desprende que se configure la causa de excepción para 

la impugnación por vicios propios de dichos actos en términos del artículo 4 

apartado 1 fracción III, inciso d), de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco; además, los requerimientos de pago no son 

resoluciones definitivas respecto de las cuales le competa conocer a este 

Tribunal, toda vez que forman parte de las actuaciones relativas al 

procedimiento económico coactivo, el cual, solo podrá ser impugnado hasta la 

aprobación del remate, configurándose las causales de improcedencia 

previstas en el artículo 29 fracciones II y IX de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco. 

 

Sin que pase por desapercibido para esta Sala Superior que si bien 

el artículo 9 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco establece 

que cuando las leyes o reglamentos de las distintas dependencias 

administrativas estatales, municipales, y de sus organismos descentralizados, 

establezcan algún recurso o medio de defensa, será optativo para el particular 

agotarlo o intentar desde luego el juicio administrativo, también lo es que del 
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estudio que se realiza a la resolución que pretende controvertir en el juicio de 

nulidad, se advierte que no encuadra en ninguna de las fracciones del artículo 

4 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, 

por lo que resulta evidente que la misma no es competencia de este Tribunal. 

 

Al respecto conviene aclarar que no debe confundirse la 

procedencia del juicio de nulidad con la oportunidad de los recursos 

administrativos, ya que dicha optatividad resulta aplicable únicamente a actos 

impugnables ante este Tribunal.  

 

No es óbice para lo antes resuelto, que en el requerimiento de pago 

impugnado, se haga constar la obligación del deudor de cubrir gastos de 

ejecución, ya que ello no convierte a los requerimientos impugnados en 

resoluciones definitivas que determinen la existencia de obligaciones fiscales, las 

fijen en cantidad liquida, den las bases para su liquidación, o que causen un 

agravio en materia fiscal diverso a la propia ejecución del procedimiento 

económico coactivo; y por ende, los actos impugnados no encuadran en 

alguno de los supuestos de competencia a que hace alusión el artículo 4 

apartado 1 fracción I incisos  f), g) e i) y fracción III incisos a), b) y c) de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, que 

establecen: 

 

Artículo 4.Tribunal - Competencia 

1. En materia de justicia administrativa, el Tribunal tiene competencia 

para conocer y resolver de las controversias jurisdiccionales: 

 

I. En contra de actos o resoluciones de autoridades pertenecientes a las 

administraciones públicas, estatal o municipales: 

(...) 

 

f) Que determinen la existencia de una obligación fiscal, emitidos por 

autoridad fiscal competente y sean considerados como definitivos en los 

términos de la legislación estatal aplicable, y en caso de obligaciones 

fiscales determinadas conforme a las facultades delegadas a las 

autoridades estatales por autoridades fiscales federales  se estará a lo 

dispuesto en la normativa federal correspondiente; 
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g) Que fijen en cantidad líquida una obligación fiscal o den las bases 

para su liquidación, emitidos por autoridad fiscal competente y sean 

considerados como definitivos en los términos de la legislación estatal 

aplicable; 

 

(…) 

 

i) Que cause un agravio en materia fiscal, emitidos por autoridad fiscal 

competente y sean considerados como definitivos en los términos de la 

legislación aplicable; 

 

(...) 
 

III. En contra del procedimiento administrativo de ejecución, cuando el 

afectado en el mismo opte por no interponer el recurso ordinario ante la 

autoridad competente y cuando afirme que: 

 

a) El crédito exigido se ha extinguido; 

 

b) El monto del crédito es inferior al exigible; 

 

c) Es poseedor, a título de propietario de los bienes embargados en el 

procedimiento económico coactivo seguido a otras personas, o 

acreedor preferente al fisco; o 

 

A mayor abundamiento, resulta oportuno destacar tres 

razonamientos por los que el cobro de gastos de ejecución a través de 

requerimientos de pago, no implica la procedencia del juicio de nulidad en 

contra de los actos del procedimiento económico coactivo: 

 

1) Si bien, en los requerimientos de pago impugnados se hizo constar 

que el deudor: …deberá cubrir la cantidad de $ 506.94 por concepto de Gastos 

de Ejecución en la inteligencia que se generan por la diligencia de cobro en su 

contra, mismos que se establecen en el artículo 155 primer párrafo fracción II y 

156 primer párrafo fracción II del Código Fiscal del Estado de Jalisco...; ello no 

constituye la determinación de la existencia de una obligación fiscal, su 

liquidación, ni las bases para su liquidación, además de que no implica un 

agravio en materia fiscal distinto a la propia práctica del procedimiento 

coactivo. 

 

Al respecto, el cobro de gastos de ejecución mediante 

requerimientos de pago, solo implica la aplicación de lo dispuesto en el artículo 

156 primer párrafo fracción II del Código Fiscal del Estado de Jalisco, que prevé: 

 
Artículo 156.- Los gastos de ejecución, se harán efectivos por las oficinas de 

recaudación fiscal, en su caso, conjuntamente con el crédito fiscal, 

conforme a lo siguiente: 
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(...) 

 

II. Cuando sea necesario emplear el procedimiento administrativo de 

ejecución para hacer efectivo un crédito fiscal, las personas físicas y las 

jurídicas estarán obligadas a pagar el 2% por ciento del crédito fiscal por 

concepto de gastos de ejecución, por cada una de las diligencias que a 

continuación se indican: 

 

I. Por el requerimiento señalado en el artículo 129 

de este Código; 

 

II. Por la diligencia de embargo a que se refiere el 

artículo 134 de este Código; y 

 

III. Por la diligencia de remate, enajenación fuera 

de remate o adjudicación a la Hacienda del Estado. 

 

Cuando en los casos de los incisos anteriores, el 2% del crédito sea 

inferior a seis veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización, se cobrará esta cantidad en lugar del 2% del crédito. 

 

En ningún caso, los gastos de ejecución, por cada una de las diligencias 

a que se refiere esta fracción, excluyendo las erogaciones 

extraordinarias, podrán exceder de la cantidad equivalente a 1.5 veces 

el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, elevado al año; 

y 

 

III. Se pagarán por concepto de gastos de ejecución, las erogaciones 

extraordinarias en que se incurra con motivo del procedimiento 

administrativo de ejecución, las que únicamente comprenderán los gastos 

de transporte o almacenaje de los bienes embargados, de avalúo, de 

impresión y publicación de convocatorias y edictos, de inscripción o 

cancelación de gravámenes en el Registro Público de la Propiedad y del 

Comercio, los erogados por la obtención del certificado de liberación de 

gravámenes, los honorarios de los depositarios, peritos e interventores, así 

como los de las personas que estos últimos contraten. 

 

Los gastos de ejecución se determinarán por la autoridad ejecutora, 

debiendo pagarse junto con los demás créditos fiscales, salvo que se 

interponga el recurso administrativo de revocación o juicio administrativo, 

en cuyo caso, se pagarán cuando la autoridad competente expida la 

resolución del recurso o juicio. 

 

Todos los gastos de ejecución son a cargo del contribuyente y, en ningún 

caso, podrán ser condonados total o parcialmente, con excepción de los 

generados por diligencias practicadas en contravención a lo dispuesto por 

este Código. 

 

Cuando las diligencias practicadas resultaren improcedentes, porque ya 

estuviera cumplida la obligación o ésta hubiese quedado insubsistente por 

resolución de autoridad competente, no procederá el cobro de gastos de 

ejecución. 

 

Énfasis añadido 
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De donde se desprende que las personas físicas y las jurídicas 

estarán obligadas a pagar el 2% del crédito fiscal por concepto de gastos de 

ejecución, pero que cuando el 2% del crédito sea inferior a seis veces el valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización, se cobrará esta cantidad en lugar 

del 2% del crédito; es decir, $506.94 para el año 2019. 

 

Así, se concluye que el cobro de los gastos de operación es una  

prerrogativa de la autoridad derivada de la práctica del procedimiento 

económico coactivo, cobro que no constituye la determinación o liquidación de 

un adeudo en materia fiscal, sino el cobro por los gastos erogados por la 

autoridad al practicar diversos actos de ejecución forzosa. 

 

Además, los gastos de ejecución no implican un agravio en materia 

fiscal independiente a la práctica del procedimiento económico coactivo, 

puesto que de los dos últimos párrafos del artículo 156 del Código Fiscal del Estado 

de Jalisco, se desprende que los gastos de ejecución no podrán ser condonados, 

y su cobro solo resultará improcedente cuando ya se hubiera pagado el crédito 

que se pretende hacer efectivo o porque el procedimiento en su conjunto haya 

quedado sin efectos por resolución de autoridad competente, lo que evidencia 

su indivisibilidad con el procedimiento coactivo en el que se pretende su cobro. 

 

En ese sentido, es factible concluir que de acuerdo con lo dispuesto 

por el artículo 156 del Código Fiscal del Estado de Jalisco, los gastos de ejecución 

constituyen actos inherentes a la ejecución del procedimiento económico 

coactivo, por lo tanto, su existencia y cobro no permite la impugnación de 

requerimientos de pago previo a la aprobación del remate, así, el cobro de 

gastos de ejecución no modifica el hecho de que el juicio de nulidad ante este 

Tribunal sólo será procedente en contra de la resolución que apruebe el remate, 

ya que hasta ese momento se podrán hacer valer argumentos tendientes a 

evidenciar una supuesta ilegalidad del requerimiento de pago o el cobro de los 

gastos de ejecución, evidenciándose la falta de definitividad de estos dos últimos 

actos. 

 

Conforme a lo expuesto, es posible concluir que los requerimientos 

de pago controvertidos y sus notificaciones no colman el supuesto de 
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procedencia del juicio de nulidad ante este Tribunal a que hace alusión el artículo 

4 apartado 1 fracción I incisos  f), g) e i) de la Ley Orgánica de este Tribunal. 

 

2) Independientemente de lo anterior, de una lectura completa y 

congruente del escrito inicial de demanda, se aprecia que la parte actora no 

controvierte el cobro o el cálculo de los gastos de ejecución, ni alega que el 

crédito ya se haya extinguido, que se le esté cobrando un monto mayor al 

exigible, ni una tercería excluyente de dominio;  sino que se limita a controvertir el 

procedimiento económico coactivo porque a su entender, no se ajustó a la ley. 

 

En ese orden de ideas, si la promovente no se duele del cobro de 

gastos de ejecución, ni de que ello implique que se le esté cobrando un monto 

excesivo, o que el crédito fiscal en realidad ya se hubiere extinguido, además de 

que el promovente no acude al juicio como propietario de los bienes 

embargados a un tercero; no se colman los supuestos de procedencia del juicio 

de nulidad ante este Tribunal a que hace alusión el artículo 4 apartado 1 fracción 

III incisos  a), b) y c) de la Ley Orgánica de este Tribunal. 

 

3) Considerar procedente el juicio de nulidad sólo por el cobro de 

gastos de ejecución en los requerimientos de pago, implicaría hacer nugatoria la 

intención del legislador de limitar temporalmente la impugnación de dicho 

procedimiento hasta la emisión de la resolución que apruebe el remate. 

 

En efecto,  lo dispuesto en el artículo 4 apartado 1 fracción III inciso 

d) de la Ley Orgánica de este Tribunal, prevé que cuando el procedimiento 

económico coactivo no se ajustó a la ley, su impugnación solo podría hacerse 

valer contra de la resolución que apruebe el remate; en ese sentido, se evidencia 

la voluntad del legislador de limitar la impugnación del procedimiento de cobro 

de créditos fiscales a un momento específico de dicho procedimiento 

(aprobación del remate), para con ello evitar entorpecer su ejecución a través 

de la interposición de defensas por cada etapa de la ejecución. 
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De considerarse que un requerimeinto de pago en el que se cobren 

gastos de ejecución puede ser controvertido vía juicio de nulidad sin necesidad 

de esperar a impugnar la resolución que aprueba el remate; sería tanto como 

inaplicar lo dispuesto por el artículo 4 apartado 1 fracción III inciso d) de la Ley 

Orgánica de este Tribunal, puesto que cualquier procedimiento económico 

coactivo podría ser impugnable antes de la resolución que aprueba el remate, 

máxime que como se ha expuesto en esta sentencia, el cobro de gastos de 

ejecución es un acto inherente y necesario en ese tipo de procedimientos. 

 

En virtud de lo anterior, esta Sala concluye que es improcedente el 

juicio de nulidad, en términos de lo dispuesto en el artículo 29, fracciones II y IX, 

de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, que prevén: 

 

Artículo 29. Es improcedente el juicio en materia administrativa, contra 

los actos: 

 

(...) 

 

II. Cuya impugnación no corresponda conocer a las Salas del Tribunal 

de lo Administrativo; 

(…) 

 

IX. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley. 

 

TERCERO. En el cuarto de sus agravios manifiesta, que existe una 

indebida notificación, toda vez que no se practicaron citatorios, no se 

cercioraron de encontrarse en el domicilio señalado y no consta la 

manifestación respecto de que la credencial notificador fue expedida por la 

Dirección General de Ingresos  en Guadalajara, Jalisco, lo que conlleva una 

nulidad de los actos combatidos.  

 

Es inoperante el agravio en estudio, toda vez que la recurrente no 

controvierte los razonamientos expuestos en el acuerdo recurrido, sino que se 

limita a manifestar las deficiencias en los actos combatidos, circunstancias que 

no fueron parte de la fundamentación y motivación de la sala unitaria para el 

desechamiento de la demanda de nulidad. 
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Al respecto, cobra aplicación de manera ilustrativa, las tesis II-TASS-

22932 y III-TASS-5693 que a la letra dicen: 

 

AGRAVIO INOPERANTE. LO ES AQUEL EN QUE SE ALEGAN CUESTIONES QUE 

NO FORMAN PARTE DE LA LITIS.  Cuando en el agravio se alegan 

cuestiones que no forman parte de la litis, como es la relativa a un hecho 

reconocido por la autoridad o a una situación de fondo que la a quo no 

analizó por estimar fundada una violación de carácter formal, el agravio 

es inoperante pues no ataca las consideraciones en que se sustente el 

fallo recurrido. 

  

AGRAVIOS INOPERANTES. TIENEN ESTA NATURALEZA LOS EXPRESADOS POR 

LA ACTORA SI NO SE REFIEREN A LOS RAZONAMIENTOS FUNDAMENTALES 

DE LA RESOLUCION IMPUGNADA.- Los conceptos de agravio hechos 

valer por la parte actora, en su escrito de demanda, resultan inoperantes 

si no están orientados a controvertir los razonamientos esenciales que 

dan la motivación y fundamentación de la resolución impugnada, 

teniendo como consecuencia la confirmación de la validez de la 

resolución. 

 

Asimismo, aplica por analogía la jurisprudencia II.2o. J/74 que 

señala: 

 

CONCEPTOS DE VIOLACION. SON INOPERANTES SI NO ATACAN LAS 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DEL ACTO RECLAMADO. Si los 

conceptos de violación no atacan las consideraciones y fundamentos 

de la sentencia reclamada, el Tribunal Colegiado no está en 

condiciones de poder estudiar su constitucionalidad, pues ello 

equivaldría a suplir la deficiencia de la queja en un caso no permitido 

por la ley, por imperar el principio de estricto derecho en términos de los 

artículos 107, fracción II, de la Constitución y 76 bis a contrario sensu, de 

la Ley de Amparo. 

 

 

En consecuencia, al no quedar desvirtuada la legalidad de lo 

resuelto por la Quinta Sala Unitaria de este Tribunal, con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 73, 89 fracción I, 90, 91, 92 y 93 de la Ley de Justicia 

Administrativa de la Entidad; se resuelve la presente controversia, con los 

siguientes: 

 

R E S O L U T I V O S 

 

 
2 Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, Segunda Época, página 468 números 16 y 17, Tomo II. Enero-Mayo 1981. 
3 Revista del Tribunal Fiscal de la Federación, Tercera Época, Año I, página 25 número 11, Noviembre 1988 
4 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tribunales Colegiados de Circuito, página 41, 

número 67, julio de 1993. 
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PRIMERO. Resultaron infundados e inoperantes los agravios 

vertidos en el Recurso de Reclamación interpuesto por la parte actora en 

contra del proveído de siete de septiembre de dos mil veinte, pronunciado 

dentro del Juicio Administrativo 2242/2020 del índice de la Quinta Sala Unitaria 

de este Tribunal de lo Administrativo. 

 

 

SEGUNDO. Se confirma el acuerdo recurrido por los motivos y 

fundamentos legales que se contienen en el último considerando de la 

presente resolución. 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvieron y firman por unanimidad los Magistrados 

integrantes de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Jalisco, los CC. Avelino Bravo Cacho, José Ramón Jiménez Gutiérrez como 

Presidente y ponente, y Fany Lorena Jiménez Aguirre, ante el Secretario 

General de Acuerdos Sergio Castañeda Fletes que da fe.  

 

 

 

 

     Avelino Bravo Cacho                          José Ramón Jiménez Gutiérrez 

Magistrado                                                       Magistrado 

 

 

 

         Fany Lorena Jiménez Aguirre 

       Magistrada 

                    

                 

Sergio Castañeda Fletes 

Secretario General de Acuerdos 

PEH 
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La Sala que al rubro se indica de conformidad con lo dispuesto por los artículos 20 y 21 de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus municipios; 

3 fracción IX de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Jalisco; Cuadragésimo Noveno y Quincuagésimo de los Lineamientos Generales en 

Materia de Clasificación de Información Pública, que deberán observar los Sujetos Obligados 

previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco; 

Décimo Quinto, Décimo Sexto y Décimo Séptimo de los Lineamientos Generales para la 

Protección de la Información Confidencial y Reservada que deberán observar los Sujetos 

Obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 

de Jalisco y sus municipios; indica que fueron suprimidos de la versión pública de la presente 

sentencia (nombre del actor, representante legal, domicilio de la parte actora, etc,). 

Información considerada legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en dichos 

supuestos normativos. 
 

 


